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Señor Representante Juan José Bentancor. 

Señores Representantes Manuel María Barreiro Maldonado, Ivonne Passada, Adriana Peña 
y Jorge Pozzi. 

Señor Representante Pablo Iturralde Viñas. 


Por UNSSA, doctor Raúl Macció. 


Por Comisión Administrativa, señores Sergio Crocci, secretario; Fernando Nalborczyk, Jefe 
de la Dirección de Licitación y Contratos; doctor Marcelo Femenías, Comisión Asesora de 
Adjudicaciones y Rodolfo Trecca, Contador General. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir al doctor Raúl Macció, representante de la 
Unión Naranjera Salteña Sociedad Anónima (UNSSA), a quien hemos invitado a participar de esta reunión a 
partir de un largo trámite que llevamos con referencia a todo lo que tiene que ver con la firma BEMATEC 
S.A., con sus trabajadores, que han estado en más de una oportunidad, fundamentalmente, en la búsqueda del 
mantenimiento de su estabilidad laboral. 


Creemos importante su presencia aquí para contar con la referencia -además de la de los trabajadores- de un 
representante de la institución de la cual usted forma parte, para que nos dé su punto de vista, su opinión y los 
eventuales caminos de solución que estaría visualizando. 


SEÑOR MACCIÓ.- Le agradezco la invitación. Realmente me parece muy útil el interés de todos los 
actores en este posible escenario. 


La posición de la empresa deudora UNSSA fue, desde un inicio, tratar de buscar una solución mediante el 
pago del crédito adeudado, lo que inicialmente se negoció con FOFIP S.A. en forma directa. Había, y existe 
hasta el día de hoy, una diferencia en las liquidaciones. 


En el último tramo de la relación con FOFTP S.A. -en el año 2001- se libró un vale, el número 15 de la 
relación. En esa instancia se procedió a capitalizar intereses, o sea que en la cifra que reza el vale está 
incluido el capital adeudado y los intereses. Posteriormente, se aplicaron las tasas pactadas sobre capital e 
intereses, lo cual obviamente se traduce, aunque los abogados no somos especialistas en eso, en una 
multiplicación de la tasa real abonada. 


El capital recibido efectivamente por UNSSA en el año 1994 fue de US$ 1:060.000, cifra que se fue 
amortizando conjuntamente con el pago de los intereses, recibiendo FOFIP S.A. entre los años 1994 a 2001 
US$ 997.000. Luego se realizaron más pagos, uno de los cuales fue al vencimiento del mentado vale 15, 
llamativamente impuesto con ocho días de plazo. En ese último, se abonó todo el interés compensatorio 
generado de acuerdo con el cálculo matemático que podemos hacer fácilmente, porque son intereses 
nominales y no efectivos. Evidentemente, pagar US$ 1:000.000 en ocho días no resulta demasiado fácil sino 
que, por el contrario, diríamos que es algo imposible. El razonamiento lógico a seguir hubiera sido mantener 
el vale 14 vencido y no acceder a renegociarlo, o que el vale 15 desembocara luego de pagar los intereses 
compensatorios generados, en un vale 16; sin embargo, esto no se hizo. 


A la semana siguiente, al final del plazo pactado, es decir, a los ocho días se abonó a FOFIP S.A. 

US$ 42.000. De acuerdo con el cálculo que, reitero, surge de una simple cuenta matemática, se generaron 
US$ 1.900 por concepto de intereses compensatorios e IVA, y lejos de que se realizara el nuevo vale 16, de 
acuerdo con el contrato de préstamo que sirve de marco a todos los vales que se libraron, se inició por parte 
del acreedor una gestión de cobro del total de lo adeudado provocando, obviamente, un colapso económico 
en la empresa, una imposibilidad de pago, ya que no había forma de pagar US$ 1:000.000 de una sola vez. 
Esta cifra se había pagado a lo largo de siete años y resultaba difícil abonar nuevamente la misma suma en 
tan solo una semana. Evidentemente, esto era imposible y no se plantearon soluciones. 


Quiero agregar, a modo de paréntesis, que FOFIP S.A. estaba conformado -hasta donde tengo conocimiento- 
por Citibank y el Banco Mundial, y se suponía que su fin teórico era ser un fondo de financiamiento de la 
inversión privada, una especie de fomento a la inversión privada. 


En el año 2001 comenzaron las negociaciones, se solicitaron reliquidaciones, que nunca se hacen sino que las 
hacemos por nuestra parte, y se realiza, finalmente -directamente al Citibank-, en noviembre de 2003 una 
oferta para cancelar el crédito. No se respondió a esa oferta y para nuestro asombro nos enteramos de que por 
una cifra casi idéntica a la ofrecida, el crédito es vendido a Diseños Jóvenes S.A., empresa de la cual 
desconocemos el origen de sus capitales. La única persona física que aparece detrás de Diseños Jóvenes S.A. 
-que está trabajando como abogado- y que tenemos el agrado de conocer es el doctor Nicolás Orrico, que 
además de ser asesor legal es el Director pero, evidentemente, no es el interés económico que existe detrás de 
la empresa. 


A través de un telegrama colacionado manifestamos nuestra voluntad de ejercer el derecho conferido, 
denominado retracto litigioso, que consiste en abonar al cesionario del crédito el precio que abonó por ese 
crédito, más los intereses y los gastos que haya tenido, y de esa manera cancelaríamos el pleito. Esto tiene 
como fundamento el hecho de que estábamos en la vía judicial y que ya habíamos iniciado una acción de 
nulidad y opuesto defensas, o sea que entendíamos que el crédito estaba contestado. No se aceptó ese crédito 
ni mucho menos estaba finalizada la instancia judicial. Por lo tanto, entendíamos que no perjudicaría a 
Diseños Jóvenes S.A. en la medida en que, reitero, se le reintegraría la cantidad empleada de dinero, más los 
gastos e intereses. 


Intentamos negociar directamente, en el marco de una medida solicitada también por los trabajadores en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, e inclusive propusimos designar -a costo nuestro- tres contadores, 
uno designado por cada parte y otro por ambos contadores en conjunto, pero se obtuvo una negativa. 


Presentamos una denuncia por usura, porque el efecto legal de esa capitalización de intereses, a nuestro 
juicio, configura ese delito en cuanto existe el elemento objetivo, que se comprobará mediante una pericia 
que pedimos a instancia de partes. Por supuesto que el valor probatorio no es objetivo, pero internamente 
sabemos que la solicitamos sin indicar qué resultado tenía que derivar de la pericia. Por lo tanto, estamos 
convencidos y, además, los números así lo indican. 


Evidentemente, todos sabemos que en la actividad habitual de los prestamistas, cuando uno no consigue 
cancelar el vencimiento y los intereses empiezan a acumularse al capital, se produce una bola de nieve que no 
termina nunca y que, en realidad, el interés que uno termina pagando no es el que dice el documento. Esto es 
lo que define la doctrina como usura engañosa. Nadie es tan torpe de consignar la tasa de interés que supere 
el máximo legal; generalmente se busca este tipo de artificios y más cuando se tiene la ventaja de 
confeccionar el vale. 


Entendemos que existe el elemento objetivo y que el elemento subjetivo, que es el aprovechamiento de la 
necesidad, está dado porque la empresa no tenía opción de negociación debido a que no nos encontramos en 
el momento de la negociación del préstamo, sino cuando el vale 14 ya estaba vencido, por un monto 
importante, y no se pudo cancelar en su totalidad como tampoco se hizo con el vale 15. En ese momento, lo 
único que nos quedaba por hacer era acceder y rezar para que se firmara el anhelado vale 16, que no llegó 
nunca. 


Contamos con varias acciones civiles, concretamente con tres expedientes, en el Juzgado de 19” Turno en lo 
Civil de la capital, y tenemos un expediente del Juzgado 14” de materia penal en el cual se tramita la 
denuncia de usura, en la que propusimos nuevamente, inclusive a costo nuestro, que se practicara una pericia 
por la Facultad de Ciencias Económicas. No nos interesa plantear apreciaciones subjetivas, lo que queremos 
realmente es acudir a quien tenga autoridad en la materia y claramente determine quién está manejando la 
realidad y quién no. Nosotros tenemos todos los recibos, todas las constancias de las entregas y, obviamente, 
el Citibank -como banco que es- también los tiene; Diseños Jóvenes S.A., seguramente, también debe contar 
con ellos, ya que nadie invierte US$ 430.000 sin saber qué es lo que está comprando. 


Durante el transcurso de estos procesos se manifiesta, por parte del doctor Orrico, que si bien lo que se ha 
iniciado podrá demorar o impedir el remate, no va a detener el desapoderamiento. Y se solicita algo que para 
mí, que tengo bastante experiencia en ver procesos ejecutivos y de ejecución, es curioso -aunque soy 
relativamente joven- que es el desapoderamiento parcial. Por ejemplo, es como si yo pidiera sacarle solo los 
pistones a un vehículo prendado y se los dejo. No tiene mucha lógica que yo saque solo una parte del 
vehículo y se lo deje al deudor parado, sin funcionar durante años; normalmente cuando uno pide el secuestro 
de algo es para conservar el bien. 


En reiteradas oportunidades dijimos que es cierto que nadie puede intervenir en el ámbito de la Justicia, pero 
las partes podemos ponernos de acuerdo con no paralizar las plantas mientras discutimos, porque no 
beneficiaría a nadie, ni siquiera a BEMATEC S.A., que es el usuario, el productor. Todos sabemos quiénes 
son los que trabajan en ese "packing" porque es público; ha ido mucha gente y, además, Salto es chico. En 
este tema no entra la disquisición filosófica de si fue primero el huevo o la gallina; acá es primero la fruta y 
después el "packing"; "packing" sin fruta no existe. 


En definitiva, los sujetos de interés están claramente determinados por el mercado; además, la fruta no se 
traslada a grandes distancias porque se machuca si no se empaca, o sea que no hay otras zonas de influencia 
que tengan que ver con este asunto. Tampoco sucede que alguien empiece a plantar hoy y mañana utilice el 
"packing", puesto que pasan cinco años desde que uno planta hasta que puede cosechar. 


Los actores de esta situación estamos acotados por la propia materia prima. Si bien el "packing" procesa, no 
solo cítricos sino hortalizas, lo que le da mucha relevancia en Salto, en el cinturón hortofrutícola -es el único 
"packing" en Salto que procesa productos hortícolas para exportar- la sola colaboración de los productores 
hortícolas no basta, por los costos fijos que posee el "packing". El "packing" vive de la producción citrícola y 
se complementa con la producción hortícola, lo que permite mantener la mano de obra a lo largo de todo el 
año. 


Sucede que esta situación ha tenido otra consecuencia en la empresa y es que no estamos, prácticamente, con 
posibilidades de negociar precio; se está trabajando casi al costo. Los productores tendrán que buscar otra 
salida; nosotros no podemos darles una promesa de continuidad porque no sería serio. Uno siempre pretende 


trabajar durante muchos años, por lo tanto, no podemos estar diciendo una cosa hoy que mañana los propios 
hechos la desmientan. No podemos prometer a los productores que es un "packing" en el que pueden invertir 
y estar durante cinco, seis o diez años para amortizar esa inversión cuando, en realidad, estamos sobre un 
tembladeral. Eso hace que entendamos que la empresa es viable y que puede hacer frente a cierto pasivo, 
pero por supuesto que no a un pago contado ni a un pasivo de ese monto. Las dos posibilidades son negociar 
una financiación, sobre lo que ya se nos dijo que no, o una quita, respecto a lo cual también se nos dijo que 
no. 


Nosotros no podemos esperar a que la Justicia dictamine, porque los tiempos de la Justicia son unos y los 
tiempos económicos son otros. Si el "packing" se paraliza, se terminó todo; se va la fruta y no tendría 
sentido: sería una victoria a lo Pirro. Otra victoria como esa y perdemos la guerra. Entonces, la sentencia no 
tendría mayor trascendencia. Hay que tener presente que la fruta y los árboles no esperan. Por consiguiente, 
si le decimos a la gente que precisamos tres, cuatro o seis meses -sabemos que los tiempos judiciales ni 
siquiera son esos-, la fruta se cae, se pudre. Todo tiene un tiempo de maduración y de cosecha. Y a nosotros 
los tiempos nos acotan las posibilidades. 


Estamos buscando una salida pensando también en los trabajadores. Ya sé que ustedes son conocedores de la 
realidad del Uruguay y que acá hay gente del interior. Pero quiero decir que el interior es distinto a 
Montevideo, hay otro diálogo, otro contacto entre los trabajadores y la empresa, entre los trabajadores y los 
productores y entre la empresa y los productores. Este es un problema de todos, porque nos vemos a diario, 
nos conocemos todos, algunos jugamos al basquetbol en el mismo club, otros vamos a la misma playa. 
Entonces, hay una relación mucho más fluida y se conoce la realidad. No estamos hablando de un grupo de 
empresarios que se haya enriquecido a costa de la empresa, sino todo lo contrario. Hablamos del empresario 
al que le remataron todos sus bienes, la casa, el campo y le embargaron los autos; acá no hay una cifra de 
dinero que se haya desviado de su fin, sino una empresa que sufrió el cancro, la baja de precios 
internacionales y el atraso cambiario. Así y todo pagó US$ 1:000.000 durante siete años y US$ 50.000 más 
después del vencimiento del vale; con todo eso, no consigue refinanciar la deuda con sus acreedores. Téngase 
presente que en ningún momento estamos planteando no pagar; queremos buscar una solución. 


Lo que sí es cierto -no podemos engañar a nadie- es que no podemos cumplir con lo que dice ese vale, con lo 
que pretende el acreedor al día de hoy. No podemos pagar al contado nosotros ni nadie; además, la planta no 
vale eso hoy en día: esa es otra realidad. Es lo mismo que yo dijera que tengo un Volkswagen Gol 1.000 y 
que pretendo que me paguen US$ 30.000; enseguida me dirían que no vale esa suma. Entonces, nos están 
reclamando una cifra que no la pueden obtener ni siquiera realizando los bienes. 


En ese marco y como idea compartida, conversada en esos momentos de preocupación, surgió la posibilidad 
de que se formara una empresa en tercios, con participación de los trabajadores, de los productores y de los 
actuales propietarios, los accionistas de UNSSA, quienes en realidad también son productores. La idea -no 
me voy a asumir la paternidad, pero estuve en su génesis- es que esas tres fuerzas se equilibren y logren una 
empresa viable y sana. Si tenemos nada más que dos partes, probablemente caigamos en un estancamiento, 
porque puede haber un empate y no se podría continuar. En cambio, si hay tres partes -el que paga el precio, 
el que cobra el salario y el que administra la empresa- por lo menos van a tener que estar dos de acuerdo para 
tomar las decisiones. Esto va a funcionar como un sistema de pesos y contrapesos y permitirá que se tienda a 
una empresa democrática. 


Frente a esto recibimos el apoyo de los productores -así como su disposición a colaborar en términos 
económicos; por supuesto que no con lo que pretende la parte acreedora-, y de los trabajadores, que 
recibieron la idea de buen modo, sobre todo, porque la empresa se maneja en forma cristalina y ellos conocen 
al detalle -inclusive, mucho más que yo, que simplemente soy el abogado de la empresa- los trasfondos 
económicos: quién compra, quién vende y a qué precio. Además, trabajan todos los días con los productores, 
quienes están personalmente dando las órdenes; entonces, se facilita cualquier diálogo y negociación. 


Los productores propusieron buscar un poco de ayuda externa para ver si, con los mismos bienes que hoy 
están en garantía de ese crédito, se puede conseguir un préstamo, que se sumaría a la parte con la que 
colaborarían los productores y a la que aportaría la propia empresa, haciendo una financiación para pagar las 
amortizaciones. 


Hoy en día el margen de ganancia no es importante pero, obviamente, en la medida en que tengamos poder 
de negociación, en que los propios productores sean socios y en que esto tenga un plazo de estabilidad, la 


situación va a cambiar y tendremos otra perspectiva. 


Esta es una cuestión compleja que se ha prolongado en el tiempo y tiene muchas aristas, algunas de carácter 
jurídico, otras de índole económico y otras de hecho. 


SEÑORA PEÑA.- Quisiera saber si tienen noción de cuánto valen los bienes a rematar. 


SEÑOR MACCIÓ.- La única noción que tenemos es la del precio que se trató con una empresa que 
comercializa la fruta y con algunos de los productores que trabajan allí. Nosotros no tenemos los 
elementos como para contradecirlos, pero ellos manejan un valor de aproximadamente US$ 800.000. 
Por el lugar en el que está ubicado el inmueble, solo es útil para el fin que tiene hoy en día; no tiene 
proyecciones inmobiliarias, porque está en una zona conflictiva de la ciudad que no es de desarrollo 
urbanístico. Por lo tanto, si uno considera los metros cuadrados que tiene el inmueble, el valor puede 
parecer importante y en la realidad no es así. 


A su vez, la maquinaria es útil para nosotros, pero no deja de ser usada; tiene más de 10 años. De manera que 
evidentemente, no es fácil defender su precio en el comercio, si bien el costo de adquisición es mucho mayor. 
Lo que sí puedo decir es cuánto costó poner en funcionamiento este "packing": US$ 3:000.000. 


SEÑORA PEÑA.- ¿En qué año? 


SEÑOR MACCIÓ.- El inmueble se adquirió en el año 1961. Hay que tener en cuenta que UNSSA no es 
una sociedad anónima como las que estamos acostumbrados a ver ahora, que las compran para decidir 
luego qué hacen y que las usan como un comodín. UNSSA realmente nació como una sociedad con ese 
fin, formada por varios productores citrícolas. Como decía, empezó en 1961 y después se valorizó el 
inmueble ya amortizado. En el año 1994, cuando se hizo todo este proyecto, el costo de instalación fue 
de US$ 3:000.000, incluyendo cámaras de frío, planta de procesamiento de la fruta y toda la parte 
informática. 


SEÑORA PEÑA.- ¿Hay acuerdo entre las tres partes? 


SEÑOR MACCIÓ.- En principio, los productores no tienen aspiraciones industriales; ellos colaboran 
porque necesitan el "packing" para sacar su fruta de Salto para exportar, pero no tienen afán de un 
mayor porcentaje en la empresa. Creo que si uno les dijera que se consigue el dinero prestado, estarían 
mucho más contentos, porque son productores netos y solo son empresarios cítricos. Nosotros 
queremos hacer algo realista; por lo tanto, no podemos comprometernos a reintegrar ese dinero si no 
sabemos si lo vamos a poder hacer. Entonces, optamos por otra salida que fue la de darles parte del 
paquete accionario que es lo que tenemos al día de hoy. De todos modos, pienso que por este lado no 
habría inconvenientes. 


En cuanto a los trabajadores, cuando les planteamos la idea, no tuvieron objeciones; por el contrario, se 
entusiasmaron porque, además, saben quiénes son sus socios. No se trata de esas sociedades en las que no se 
sabe quién está atrás, porque en Salto todos tenemos nombre, apellido y dirección. 


Por supuesto que los actuales accionistas de UNSSA también están entusiasmados. Es una forma de salir del 
problema porque ellos también son productores; aquí nadie es netamente industrial. 


SEÑORA PASSADA.- Quisiera agradecer al doctor Macció, quien respondió rápidamente a la 
convocatoria de la Comisión y a pesar de haber hecho una clara exposición, me gustaría formular 
algunas preguntas. 


En primer lugar, me gustaría saber a dónde llegaron las citaciones a BEMATEC S.A. por la deuda que estaba 
imponiendo FOFIP S.A. sobre el concepto de capital. Tengo entendido que llegó a haber algún traspaso en la 
parte legal. 


En segundo término, ¿qué diferencia monetaria hay entre el préstamo y el litigio por usura? A la fecha, ¿qué 
se estaría debiendo? ¿Se sabe cuál es el resultado del litigio por usura? ¿Hay alguna resolución? Si es posible, 
sería interesante saber si el doctor Macció conoce qué Juzgado entiende en este caso. 


En tercer lugar, me gustaría conocer si la empresa está al día con los aportes de los trabajadores al Banco de 
Previsión Social y con todas sus obligaciones sociales. 


Por último, ¿ya se está trabajando en la propuesta de viabilidad? ¿Hay acciones en tal sentido? ¿Se habló con 
algún inversionista, más allá de los productores? 


SEÑOR MACCIÓ.- Voy a contestar las preguntas en el orden en que fueron formuladas. 


La nulidad se aduce porque las notificaciones de todo el proceso de ejecución llegaron a un domicilio 
diverso. Existen tres documentos de adeudo -podríamos definirlos así, aunque dos son de garantía-: el vale, la 
prenda y la hipoteca; los tres constituyeron distinto domicilio. El posterior en el tiempo es el vale. Hay dos 
expedientes judiciales de ejecución, uno de ejecución hipotecaria y dos de ejecución prendaria. De esos tres 
domicilios hay dos que están bien y uno que está mal. El que está mal es el de la hipoteca; lo puso el 
escribano del acreedor, se equivocó en el número y lo estableció a dos cuadras del lugar donde funciona 
UNSSA, porque no tiene número. Fue un error involuntario; quizás fue un error del que firmó la hipoteca que 
no leyó el número. Normalmente cuando la gente firma escrituras comete el error de no leer la 
comparecencia pensando que todos los datos que allí figuran son superfluos, pero en realidad no lo son. 


Ahora bien: ¿qué pasa con esto? Desde el punto de vista técnico -lo digo como abogado- cuando uno tiene 
tres domicilios, normalmente notifica a los tres y si tiene que optar por uno de ellos, notifica al posterior en el 
tiempo, porque la gente puede mudarse. Entonces, si analizamos el expediente de ejecución prendaria donde 
se pide el desapoderamiento que propicia todo este problema que llega a conocimiento de los trabajadores, 
vemos que allí hay dos domicilios constituidos: Batlle y Reyles y 19 de Abril 861. Pues bien, en ninguno de 
esos dos domicilios se notificó. Por lo tanto, hasta que tomamos conocimiento de la ejecución -que fue por 
otro medio, no a través de la notificación judicial- no teníamos posibilidad de defensa y, lo que es más 
importante, de acuerdo a la nueva ley de prenda que se aplica en este caso -porque es una parte procesal y por 
tanto es de aplicación inmediata-, no puede producirse desapoderamiento hasta que el decreto de ejecución 
no esté firme. Y no lo está porque opusimos excepciones. 


Se notificó en otro domicilio y no llegó a conocimiento del deudor la ejecución ni la intimación. Por tanto, 
entendemos que todo ese proceso es nulo y, en el mejor de los casos para el acreedor, debería iniciarse 
nuevamente. 


En el caso de la ejecución prendaria nos parece indiscutible la nulidad, aunque la doctora que entiende en el 
proceso, con la autoridad que le corresponde por ser el Tribunal, no compartió esa posición y está 
diligenciando toda la prueba y tramitando todo el proceso, sin atribuir al incidente de nulidad efecto 
suspensivo. Por lo tanto, los procesos están corriendo en forma paralela. 


En el caso de la ejecución hipotecaria es distinto. Entendemos que corresponde notificar o en ambos 
domicilios o en el del vale, que es posterior en el tiempo. Pero no se hizo así. Por tanto, si bien hay un error 
compartido en la hipoteca, a los efectos procesales hay una nulidad que también lo afecta. Reitero: lo que nos 
ocupa es la prenda y no hay ningún tipo de error, ya que se notificó en otro domicilio. En esa ejecución está 
el vale y la prenda; el vale tiene un domicilio y la prenda tiene otro, y se notificó en un tercer domicilio. 


Con respecto a la usura, según los procuradores -todos sabemos que los expedientes penales son de carácter 
reservado y tienen un procedimiento bastante particular- está en vista del Fiscal y del Juzgado Penal de 14" 
de la capital, que es el que entiende en el proceso. 


Sabemos que BEMATEC S.A está al día no solo con los trabajadores sino con todas las cargas tributarias, 
con los salarios, beneficios sociales y con el resto de los acreedores. UNSSA no tiene otro pasivo; no salimos 
de Guatemala y caemos en "guatepeor". No estamos solucionando un problema que nos va a traer al siguiente 
problema. No tenemos otros embargos, otros acreedores; no hay otro pasivo. Como dije, estamos en una 
situación bastante atípica, porque el resto del pasivo lo tienen las personas físicas que están detrás de UNSSA 
y no la empresa. Es al revés de lo que acostumbramos. 


En cuanto al proyecto, me consta que estamos trabajando en él los empleados, la empresa y yo, en la medida 
que haya algo jurídico en cuestión. 


Con respecto a los salarios, debo decir que el dinero ingresa por caja y que ésta la manejan los trabajadores 
de BEMATEC, así como la parte administrativa. Lo he visto y me consta: ellos liquidan los jornales. Además, 
los compradores son exportadores; aquí no hay secretos de doble fondo. 


En cuanto a la inversión, no hemos tratado con agentes financieros, sino con productores, porque realmente 
la experiencia que tenemos es mala. Tratamos con un fondo de financiamiento que tenía parte de organismos 
multilaterales de crédito, y aparentemente no tenía fines de lucro; y terminamos en manos de alguien que 
compró el crédito por la misma cifra que nosotros ofrecimos pagar. En principio, no nos manejamos con 
agentes del mercado financiero sino con productores, porque queremos que haya alguna confluencia de fines. 
No es lo mismo tener un acreedor que un socio. Normalmente, es más sano tener un socio, y si él participa en 
el mismo sector y del mismo proyecto, con más razón. 


Los que sí manejaron esa posibilidad fueron los trabajadores -no sé qué contactos hicieron-, en el sentido de 
podría haber algún aporte de capital. Obviamente, ellos no tienen con qué aportarlo, y nosotros les ofrecimos 
las garantías, en la medida que vamos a ser todos socios. No es que les vamos a regalar las garantías -cuando 
la limosna es grande hasta el santo desconfía- sino que la vamos a manejar entre todos: los productores, 
nosotros y ellos. El repago de préstamos sería con la propia utilidad de la empresa. Entonces, no habría riesgo 
alguno y nos parece sano resolver el tema de esa manera. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR BARREIRO.- ¿La gente de Diseño Joven ha manifestado en alguna oportunidad que tienen 
interés en seguir trabajando en packing? 


SEÑOR MACCIÓ.- Cuando representando a Diseño Joven, el doctor Orrico se vio conminado a 
contestar ante el Ministerio de Trabajo sobre el futuro de la fuente laboral, se apresuró a decir que 
aseguraba la continuidad del packing, que iba a mantener a todos los trabajadores en sus puestos con 
la misma remuneración, que les iba a reconocer la antigitedad, etcétera. Lo que no pudo contestar fue 
cuando se le preguntó con qué fruta iba a trabajar el packing, ya que sin fruta no trabaja y él no tiene 
productores que identifique como clientes. Y, fundamentalmente, lo que no explicó fue cómo iba a 
haber continuidad laboral si él iba a desapoderar mucho antes del remate. Él lo único que tiene es una 
expectativa de comprar con su crédito. Pero puede venir otra persona y comprar, por ejemplo, para 
hacer una torre de comunicaciones; o, ante la desprotección de la empresa -que hoy en día cuenta con 
cuatro serenos, y no van trabajadores ni nadie-, puede venir gente a incendiarla, a robarla, a 
destruirla, porque ni siquiera está pidiendo el desapoderamiento total. De manera que es 
absolutamente incierto que pueda continuar con la fuente de trabajo, en la medida en que el 
desapoderamiento es muy anterior a que se haga de la propiedad del inmueble y de la maquinaria. 
Además, no tiene identificados clientes. Por ejemplo, si me dijeran a mí que van a plantar citrus, les 
diría: "Bueno, van a tener que esperar cinco años para cosechar". Si me dijeran que tienen 
productores chicos, les voy a decir que no van a poder exportar. Acá estamos hablando de un 
"packing" que para mantener los costos fijos necesita 12.000 toneladas de citrus de exportación, que 
no es cualquier citrus. 


En definitiva, escuché esa afirmación y estaba presente cuando se inició esa embestida tratando de inculpar a 
los accionistas de UNSSA y de hacer ver que utilizaban como instrumento a los trabajadores, como una 
suerte de herramienta de los intereses espurios del deudor. Esto es algo bastante poco fundado. 


Reitero una vez más que no hay otras deudas y nosotros nos conocemos todos. Los únicos actores que no 
están identificados son los que están detrás de Diseño Joven. 


Por tanto, conozco la afirmación que se mencionó, pero no creo que sea veraz. 


En definitiva, nuestra voluntad de diálogo y de entendimiento existe. Lo único que nos preocupa es que a 
medida que se dilate en el tiempo, si a nosotros nos falta una de las tres patas -o los trabajadores se van a otro 
lado, o los productores desaparecen-, la empresa desaparece. 


Agradezco a la Comisión. Realmente, me voy conforme y contento de que este Parlamento se mueva así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Macció y lo mantendremos informado 
de los trámites que esta Comisión seguirá llevando adelante. 


(Se retira de Sala el doctor Macció) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo) 


La Comisión de Legislación de Trabajo da la bienvenida a una delegación de la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo integrada por los señores Sergio Croci, secretario; Fernando 
Nalborczyk, jefe de la Dirección de Licitaciones y Contratos; doctor Marcelo Femenías, de la Comisión 
Asesora de Adjudicaciones, y contador Rodolfo Trecca, contador general de la Comisión 
Administrativa. 


Como Comisión resolvimos convocarlos en función de una serie de interrogantes, de preocupaciones, que 
nos han surgido sobre las empresas que funcionan en el ámbito del Poder Legislativo. 


Lamentablemente, todavía no está integrada la nueva Comisión Administrativa. No obstante, ustedes son una 
continuidad, son conocedores profundos de las relaciones que se llevan en esta Casa con los trabajadores, del 
tipo de contratos que existen, de las obligaciones que tienen, etcétera. 


Nos preocuparon en la Legislatura pasada y nos preocupan mucho en la presente algunas situaciones que han 
aparecido, fundamentalmente en detrimento de lo que entendemos son los derechos de los trabajadores. Por 
lo tanto, nuestra invitación obedece precisamente a que ustedes podrán darnos una visión general de cómo se 
han ido procesando estos contratos, de cuáles son las pautas que fijan en cuanto a la relación con el personal. 
Nos gustaría conocer qué tipo de cláusulas hay dentro de los contratos, es decir, si tienen presente el vínculo 
de los trabajadores con los empresarios. Es decir, queremos conocer todo lo que hace al relacionamiento, ya 
que muchas veces sabemos de las consecuencias y no de las causas que pueden favorecer ese tipo de 
tratamiento que, para ser franco, debo decir que a muchos de nosotros nos deja mucho que desear. 


Luego de que la delegación haga uso de la palabra, dado que a la hora 15 comienza la Asamblea General, 
pasaríamos a un intermedio. Después, recurriríamos a su amabilidad para pedirles que comparezcan en otro 
momento para seguir conversando sobre este asunto. 


SEÑOR CROCI.- Voy a esquematizar cómo es el sistema que usamos para las licitaciones que el 
servicio precisa. Por ejemplo, tenemos que llamar a licitación para el servicio de audio. En este caso, se 
hace un estudio de las necesidades; se autoriza a la Dirección General a que comience la creación del 
pliego de condiciones de acuerdo con las necesidades que tenemos para el servicio. El pliego es 
elaborado por el Departamento de Licitaciones y Contrataciones. Entonces, se ve nuevamente cuál es el 
pliego; se hace el llamado público para esa licitación; se convoca a un escribano y a los miembros de 
una Comisión Asesora de Adjudicaciones, que la integran los tres. Se reciben las propuestas, se hace la 
apertura, se analizan las propuestas y hacen una sugerencia a la Secretaría, que lo eleva a la 
Presidencia. Esta lo hace tratar por la Comisión Administrativa política -que es la que integran 
Senadores y Diputados-; ahí se analiza nuevamente y se autoriza la adjudicación, que es firmada por el 
Presidente y el Secretario. 


Este es el proceso general. 


Ahora vamos a explicar lo que hace la Comisión Asesora de Adjudicaciones. El motivo de tener esta 
Comisión es independizar al Secretario, al Presidente y a la Comisión Administradora política. No 
participamos; ellos elaboran todo el trámite y nos hacen la sugerencia. 


SEÑOR NALBORCZYK.- Quiero agregar que en todos los pasos que describió el Secretario se respeta 
lo establecido en el TOCAE, y hay intervención anterior y posterior del Tribunal de Cuentas. Es de 
destacar que esas disposiciones se cumplen estrictamente. 


No sé si la consulta de la Comisión apunta a algún tema en particular, a algún contrato a partir del cual haya 
funcionarios trabajando en esta Casa. 


SEÑOR ITURRALDE.- Concretamente, en el caso de las empresas tercerizadas -Luna, la de 
ascensoristas, etcétera- queremos saber cuál ha sido el estatuto que regula la relación de esas empresas 
con los trabajadores, si se ha establecido condiciones con relación al tipo de contrato laboral que tienen 
y cómo se controla, ya que tenemos conocimiento de presuntas irregularidades -para no prejuzgar- 
acerca del relacionamiento de las empresas adjudicatarias con los empleados. Este es el centro de la 
cuestión. 


SEÑOR NALBORCZYK.- En el caso de la empresa Luna, así como Cadena, que tienen empleados 
trabajando dentro de la Casa, hay situaciones particulares. Hoy en día, en el caso de Luna, estamos en 
un régimen de emergencia, pero está en trámite la adjudicación de la licitación sobre el que la 
Comisión Asesora ya dio opinión, es decir que cambiarán un poco las reglas de juego. Al día de hoy el 
sistema de emergencia surgió por las dificultades que hubo con la empresa CORFIN, que fue la que 
ganó la licitación hace unos años. Dicha empresa cerró a raíz de la crisis de 2002 y sus empleados se 
constituyeron en Luna I S.R.E., a la cual se le adjudicó directamente -con intervención de auditoría del 
Tribunal de Cuentas- el servicio de limpieza; servicio restringido, con cantidad limitada de 
funcionarios y con un monto fijo de dinero, que es alrededor de $ 200.000. Pero eso no es lo normal. 


En la nueva modalidad que está adoptando la Comisión Administrativa, cuando se procede a elaborar el 
pliego se establecen algunas cláusulas referidas precisamente a los salarios. En la licitación que está en 
trámite de adjudicación, la 11/03, se estableció una cláusula que decía que en su oferta la empresa debería 
indicar el nivel salarial que pagaría a sus funcionarios con respecto al salario mínimo nacional. 


Reitero: un artículo del pliego de esta licitación que está en trámite de adjudicación, que va a sustituir el 
servicio que presta Luna -y a la que esta se presentó- decía que la empresa oferente debía expresar la relación 
entre el salario mínimo nacional y el que abonaría a los empleados. 


En otro artículo, más adelante, se dice que la Comisión Asesora deberá tomar especialmente en cuenta el 
nivel salarial que la empresa paga a sus empleados; con ello se buscaba incentivar una mejor retribución 
salarial. 


Con respecto a las obligaciones con el BPS, el Banco de Seguros del Estado y demás, como en cualquier otro 
contrato hay un marco legal que ya prevé esos controles. Cuando el Estado contrata -sea la Comisión 
Administrativa o un Ministerio- están previstos esos controles. De todas maneras, en este caso hay un 
sobrecontrol dispuesto en el propio pliego, a través del cual se establece que para que el Departamento de 
Servicios Contratados -que está a mi cargo- reciba una factura, la empresa debe presentarle una certificación 
contable de que realizó los aportes al BPS por las horas efectivamente trabajadas. Este es un control que 
normalmente no hacemos con las empresas, pero en los casos particulares en los cuales se está trabajando con 
gente dentro del edificio se agregó ese control y en la actualidad se está efectivizando con la empresa Luna. 


Hoy en día no se está controlando ninguna paramétrica con respecto al salario mínimo nacional, porque el 
servicio actual es de emergencia, pero en cuanto esta licitación sea adjudicada la situación va a cambiar. 
Entonces, la empresa tendrá que respetar lo que ofreció. Si dijo que pagaría un salario mínimo y medio, ese 
es el tope mínimo de salario que debe pagar. Hoy esto no se controla porque en el servicio de emergencia no 
se estableció. 


SEÑOR CROCI.- En su momento la licitación fue adjudicada a la empresa Luna, pero se presentó un 
recurso que se elevó a la Dirección General de Jurídica, de acuerdo con lo establecido en el artículo 62, 
inciso cuarto, del TOCAF. Allí está radicado el recurso, que todavía no ha sido devuelto a Secretaría. 


SEÑORA PASSADA.- A esta Comisión lo que le interesa son las características del contrato, qué es lo 
que se cumple una vez firmado el contrato. 


También quisiera saber desde cuándo está en la Dirección General de Jurídica la licitación de la empresa 
Luna. Si no he recibido mal la información, hace más de un año. Como se dijo, hay un litigio planteado. 


SEÑOR CROCTLI.- 16 de marzo de 2005. 


SEÑORA PASSADA.- Por otra parte, dispongo de alguna información recabada con los trabajadores, 
que no es nueva, porque estuvimos analizando el caso y notamos que la empresa Luna concurrió a esta 
Comisión el 19 de mayo de 2004 a plantear la misma situación. Hay alguna documentación que señala 
que se estaría pagando algo determinado por hora de trabajo hasta el 31 de octubre de 2004 y a partir 
de esa fecha se les paga de otra forma a los funcionarios de limpieza. Esto ameritó un relacionamiento 
con los trabajadores por parte de la empresa Luna de clara persecución. Concretamente, a los dos días 
de que tres funcionarias estuvieran en mi despacho les informan que estaban despedidas. En el día de 
hoy, preocupada por esa situación, hablo con las funcionarias, y parece ser que les comunicaron que 
aquello había sido un malentendido y que solo habían sido suspendidas. Estas cosas no son nuevas para 
el Palacio, por lo que sería bueno saber en qué condiciones se firman los contratos. 


El 15 de febrero -cuando aún no estaba ejerciendo como Representante Nacional-, hablando con un 
trabajador vidriero y con otros que estaban pintando fuera del Palacio Legislativo, me enteré de que no 
estaban al día con el seguro ni con el BPS y que estaban cobrando muy por debajo de lo que les corresponde 
por la hora de trabajo. Quiere decir que no solo en la empresa Luna existen situaciones supuestamente 
irregulares. Sería interesante conocer en qué condiciones estamos contratando empresas que brindan 
servicios tercerizados y si se respetan. Todos los días vemos que las trabajadoras no tienen aspiradoras, a 
pesar de que en el contrato aparecen las fotos de las aspiradoras. Cualquiera de nosotros podrá comprobar 
que barren los despachos porque no tienen aspiradoras. Además, están sobrecargadas en sus tareas, y viven 
una situación de incertidumbre por el trato que se tiene. 


Solicitaría que se brindara a esta Comisión los contratos que se han hecho con las empresas y las licitaciones. 
También quisiera saber cuánto se paga a los funcionarios, porque a veces eso no consta en el contrato sino en 
el recibo, y las diferencias en las horas extras que se empezaron a pagar a partir del 31 de octubre de 2004 a 
la fecha. Si esto es así -por lo menos así consta en la documentación y la podría acercar-, me gustaría saber a 
qué se debió, qué motivó ese cambio y si estaba establecido en la licitación. 


SEÑOR CROCI.- Vamos a hacer una aclaración. Cuando se llama a licitación para brindar un 
servicio, en el pliego de condiciones se exige una serie de cosas. Las propuestas que nos llegan son las 
que manejamos de acuerdo con el pliego de condiciones que se propone, pero no podemos controlar lo 
que la empresa paga al trabajador ni las relaciones laborales. La empresa se debe guiar por las normas 
que marca el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nosotros no podemos meternos dentro de la 
empresa para saber si cumple con lo que le pedimos. 


Me acabo de enterar que los trabajadores no tienen aspiradoras porque, de acuerdo con el contrato, deberían 
tenerlas. Les puedo decir que en mi despacho pasan la aspiradora, por lo que aspiradoras hay. Este problema 
debe estar relacionado con la empresa a la cual pertenecían, que era CORFIN. Esa empresa cerró y a raíz de 
un oficio del Estado están retenidos los últiles en el Poder Legislativo y estamos a la espera de que se 
determine si se liberan o no. Hemos sido depositarios judicialmente de esos útiles. 


Por otra parte, el 8 de diciembre de 2004 se notificó a la empresa actual Luna que le fue adjudicada la 
licitación; en ese momento se planteó un recurso por parte de otra empresa que se había presentado y el 16 de 
marzo de 2005 -después de todo el andamiaje administrativo- pasó a la División Jurídica. Quiere decir que 
hace menos de un mes que está allí. 


SEÑOR NALBORCZYK.- Por supuesto que la documentación que la señora Diputada solicita está 
disponible. Tengo en mi poder una copia de los contratos, a la que se le puede agregar otra del proceso 
licitatorio que hubo. Muchas de las adjudicaciones se hacen por compras directas porque se trata de 
contratos de pequeña monta; se pide presupuesto a una empresa y se hace una contratación directa. 
Tenemos alrededor de cien contratos con empresas de todo tipo y color -por ejemplo, con Arnaldo 
Castro- a las cuales les hacemos el control que al Poder Legislativo corresponde como contratante, es 
decir, que las facturas estén en regla y que se hagan los aportes al BPS, y así lo controla la Tesorería. El 
Poder Legislativo no va a preguntar a Arnaldo Castro cuánto paga a sus funcionarios y si alguno está o 
no en el Banco de Seguros del Estado, porque este realiza sus controles, el BPS los suyos y el Poder 
Legislativo aplica aquellos que realmente le corresponden. Vamos a aplicar un control extraordinario 


cuando la licitación prospere. Para ese caso se establecieron cláusulas que obligan a la empresa a 
presentarnos documentación -oficiando nosotros como inspectores del BPS- como que están al día con 
los aportes y con los salarios. Hoy no ocurre esto porque la empresa está brindando un servicio de 
emergencia. 


SEÑOR TRECCA.- La señora Diputada se refirió a pagos sociales o a atrasos en el BPS respecto a los 
pintores. Esas son contrataciones menores por las cuales el Palacio Legislativo paga mensualmente las 
cargas sociales de acuerdo con las planillas de trabajo que nos da la empresa. Si la empresa está 
atrasada con el pago al BPS, eso es independiente del Palacio, ya que este hace los aportes 
correspondientes. 


SEÑORA PASSADA.- Tengo en mi poder un contrato firmado por la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo de la República Oriental del Uruguay de 2002, que establece claramente que en 
forma mensual se presentará con las facturas, certificado contable en el que conste que se han 
realizado los aportes al BPS por las horas efectivamente trabajadas de las personas afectadas en el mes 
anterior por los servicios contratados. 


Quisiera saber si coincide lo que figura en el contrato con lo que se paga por hora, lo que presenta la empresa 
y lo que esta brinda a los trabajadores. 


SEÑOR NALBORCZYK.- Efectivamente es así. Mensualmente, para entregar la factura a la empresa 
Luna se le exige la presentación del certificado del contador, tal como el contrato lo establece. Es un 
trámite de rutina. 


SEÑORA PEÑA.- ¿Cuándo se va a hacer la adjudicación de este llamado? 
SEÑOR CROCI.- Cuando la División Jurídica tome posición e informe si es válida o no la reclamación. 


SEÑORA PEÑA.- Me gustaría contar con una copia del llamado a licitación por el servicio de limpieza. 


SEÑOR POZZI.- Cuando se elaboran las licitaciones ¿cuáles son los criterios que se ponen arriba de la 
mesa? ¿Está en juego el servicio que se debe prestar, las herramientas con las que se presta, la calidad 
del servicio, la regulación de la empresa? Al respecto, se me ocurren cosas que quisiera aportar. 


Por otra parte, ustedes dicen que reciben el certificado que el contador de la empresa manda, en el que consta 
que se pagó al BPS, pero en realidad nunca lograrán saber si efectivamente se pagó. 


SEÑOR NALBORCZYK.- Tengo en mi poder un certificado de los meses de octubre, noviembre, 
diciembre de 2004 y enero de 2005, en el que la contadora pública Ana Carrión certifica que la 
empresa Luna ha realizado los aportes por leyes sociales de acuerdo con la documentación 
compulsada, es decir, con las horas que hemos controlado y facturado. El contrato y el pliego 
establecen la presentación de una certificación contable y es lo que la oficina a mi cargo solicita. 
Obviamente, ahí está en juego la contadora Carrión, que es quien está firmando, y supongo que si lo 
certifica se habrán hecho los aportes. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Existe algún tipo de control y seguimiento del cumplimiento del 
contrato y de las condiciones en que se hace por parte de la Comisión Administrativa? 


SEÑOR NALBORCZYK.- Sí. En el caso de la empresa Luna nuestra oficina administrativa vigila la 
documentación, la facturación, lo que el pliego establece y la certificación contable. En cuanto al 
cumplimiento y a la calidad del servicio, hay una Dirección de Servicios Generales que es la que brinda 
conformidad a la factura previo a pagarla. El procedimiento es el siguiente: recibimos la factura, la 
mandamos a conformar y quien conforma avala que el servicio se haya cumplido en forma. También 
recibe las quejas y los reclamos, en caso de que los hubiera. 


El señor Diputado Pozzi formuló una pregunta respecto a los criterios de las licitaciones. La Comisión 
Administrativa tiene una gama enorme de contrataciones diferentes, desde servicios de pintura, 
mantenimiento de software, control de plagas, servicio automotriz, ascensoristas, mantenimiento de 
ascensores, alarmas contra incendio, mantenimiento de jardines, transporte de valores, etcétera. En el caso de 
obras, hay una Dirección de Obras que prepara una memoria técnica, con la que se elabora un pliego con las 
condiciones normales establecidas para la Administración Pública y cuando va a la Comisión esta estudia las 
ofertas, lo que muchas veces es muy trabajoso. Por supuesto que pedimos antecedentes a las empresas, su 
constitución, su directiva, cuántos funcionarios posee; es decir, todo lo que el pliego prevé como garantía de 
calidad de la oferta se controla, se estudia y se usa para la comparación. Cada pliego establece qué criterios 
deben usarse 


En el caso particular de Luna se nos expresa, claramente, que deberá tenerse especialmente en cuenta el nivel 
salarial que la empresa va a pagar a sus empleados, y fue así que se hizo en la resolución que tomó la 
Comisión. 


SEÑOR POZZI.- Por ejemplo, el criterio de la cuestión salarial podría ser aplicable a la empresa Luna 
o ser más general. 


Concretamente, esto aparece y ustedes están acá porque cuando los trabajadores hacen un reclamo tienen 
grandes problemas de persecución. Esta es una cuestión para discutir más adelante; simplemente quiero dejar 
planteado que hay cosas que acá adentro no deberían suceder, que quizás hoy no estén consideradas en los 
criterios generales que ustedes manejan de acuerdo con lo que ha sido la tradición y que quizás habría que 
discutir más a fondo a los efectos de que algunas cosas que hoy nos están pasando no nos sigan sucediendo, 
porque no parece razonable que ocurran en este ámbito. 


Por otra parte, quiero agregar que quizás tendría que haber un cruce entre el BPS y la Comisión, porque 
puede ocurrir que los trabajadores de esa empresa tercerizada tengan atrasos en el BPS o vayan al seguro de 
paro. 


SEÑOR NALBORCZYK.- Me parece clara y buena la idea. Fue muy novedoso lo que pasó con la 
licitación de Luna, de pedir a la empresa que contemplara el nivel salarial; algo que no se había hecho 
antes. Esto quedó a medio camino, porque no se puso especialmente en cuenta y se dejó librado al 
criterio de la Comisión, que siempre es criticable por las empresas competidoras cuando van a perder. 
Por el contrario, hubiera sido mejor darle un valor, es decir, la oferta que mejor pague tendrá su oferta 
dividido un 10%, un 20% o lo que fuera. 


Estoy de acuerdo con el señor Diputado Pozzi en cuanto a que dentro de esta Casa ocurren fácilmente 
situaciones de este tipo como, por ejemplo, reclamos, oídos que escuchan, etcétera. Es un tema que debe ser 
bajado de la Comisión Administrativa, porque nosotros como funcionarios nos tenemos que regir por el 
marco de lo que está establecido, y lo que está establecido lo cumplimos a rajatabla, que no les quepa la 
menor duda, pero no podemos ir más allá. 


SEÑOR POZZI.- Queda claro que no hay una cuestión de valor, de juzgamiento ni de nada que se le 
parezca; simplemente hay un intercambio de aportes para el futuro. 


SEÑOR CROCLI.- Cuando una empresa va al BPS a pedir un certificado se lo dan en el día y por seis 
meses, es decir que dentro de cuatro meses la constancia sigue siendo válida aunque no haya pagado 
durante ese lapso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos consta como ciudadanos comunes que si contratamos a alguien que no 
paga el BPS, es uno mismo el que después tendrá que responder. El empresario dice que no pagó, pero 
al que viene la notificación es al contratante original. Ustedes lo sabrán bien. 


SEÑORA PASSADA.- Quisiera saber si es posible que la Comisión Administradora del Poder 
Legislativo acerque a la Comisión de Legislación del Trabajo, por lo menos, todos los contratos 
realizados o que se hayan proyectado hasta el 31 de marzo. 


SEÑOR CROCI.- Con mucho gusto. Nosotros tenemos una lista de todos los contratos. La señora 
Diputada puede elegir los que desee, y se los enviaremos de a poco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo evaluará cuáles son las prioridades y 
luego acudiremos a ustedes porque, sin duda, es un aporte invalorable para una Comisión por la que 
desfilan grandes problemas que se dan en la esfera pública y privada. No podía ser que también en 
nuestra casa aparecieran problemas sin que tuviéramos, por lo menos, este tipo de contacto y juntos, 
de alguna forma, pudiéramos trabajar para evitarlos. 


Si están de acuerdo, seguiremos en contacto para recibirlos nuevamente. En nombre de la Comisión de 
Legislación del Trabajo les agradezco la presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


